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SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el agrado de dar la 
bienvenida a la señora Silvia Da Rosa y al señor Diputado Radío. Este último ha solicitado comparecer ante 
la Comisión a efectos de fundamentar el proyecto de ley denominado: "Contenidos Web. Se establece que los 
Poderes del Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y 
las personas de derecho público no estatal deberán asegurar su accesibilidad universal. (C/105/10. Rep. 


223/10)". 


Tiene la palabra el señor Diputado Radío. 


SEÑOR RADÍO.- Agradezco al señor Presidente y a la Comisión por habernos recibido. 


En realidad, este proyecto ya fue presentado en el año 2010 y nosotros vinimos a fundamentarlo en la 
Comisión, que, a su vez, tengo entendido que realizó una consulta a la Agencia para el Gobierno Electrónico. 


El proyecto de ley se fundamenta, básicamente, en un aspecto vinculado con la accesibilidad a los contenidos 
web de las páginas oficiales, pero para que estos sean accesibles hay determinadas herramientas que los 
hacen viables. Por ejemplo, las personas no videntes necesitan de un lector de páginas para acceder, pero para 
que estas herramientas sean útiles, las páginas web deben cumplir ciertos requisitos, que se aplican en todo el 
mundo pero no en las páginas web del Uruguay. 


Me refiero, por ejemplo, al caso de lectores de fotos, pero para que se pueda usar, la foto que figura en la 
página debe contener una descripción escrita. Esto no ocurre en las páginas de Uruguay, porque en nuestro 
país no se cumple lo que establecen algunos consorcios internacionales al respecto. 


Nosotros proponemos que, por lo menos, las páginas oficiales cumplan con estos requisitos y, además, damos 
un tiempo prudencial de transición en el que pudieran adaptarse. 


No conocemos el informe de Agesic respecto al proyecto, pero tengo entendido que fue favorable. 


SEÑORA DA ROSA.- Debo decir que nuestro país está un poco atrasado en cuanto a legislación, 
porque en el mundo y en toda América Latina ya existen leyes que obligan a que todos los contenidos 
web tengan un servicio de inclusión, para no discriminar a aquellas personas con discapacidad. 


Otra cosa que me parece muy importante es que, si bien el foco del proyecto es facilitar la accesibilidad a 
personas con discapacidad, las características que estamos proponiendo -que las define ese consorcio, según 
estándares internacionales- también mejoran el acceso a personas de edad avanzada o en contextos que no 
son los apropiados, por ejemplo, con el teléfono celular, en la calle o en la playa. En realidad, es importante 
tener en cuenta que los beneficios son muchos más que si pensamos únicamente en personas con 
discapacidad. 


Por su parte, las mejoras tecnológicas implementadas también mejoran la calidad general de esos sitios. 
Seguramente, será necesario invertir para mejorar las páginas, sobre todo, porque algunos que están bastante 
maltrechos, pero habrá un rédito a futuro. 


En Europa, especialmente en España, donde esa ley está vigente, se hizo un análisis sobre el retorno de las 
mejoras en accesibilidad de los sitios. Ante la crisis, dijeron: "Esto es caro, no lo vamos a hacer más", pero, 
en realidad, el retorno era mucho mayor que la inversión. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Diputado Radío así 
como también de la ingeniera Da Rosa. 


Creo comprender cuál es el objetivo del proyecto, porque en técnicas de comunicación e información, 
todavía hay mucho para discutir en cuanto a lo que debería reglamentarse y regularse. Hay un debate mundial 
en el sentido de quién toma las decisiones al respecto y sobre qué bases se decide, más aun, con las 
informaciones que hemos conocido en los últimos días acerca del espionaje electrónico a escala universal por 
parte de algunas potencias, que hacen todavía más complejo el asunto. 


Por ello, me llama la atención el giro del artículo 1% que hace referencia a organismos internacionales, 
porque, a su vez, nuestro país tiene un debate sobre la forma y los mecanismos que se dan los organismos 
internacionales, producto de las convenciones internacionales homologa voluntaria y libremente. Me gustaría 
saber cuál es la referencia más concreta a estas Convenciones internacionales y de qué fuente normativa son. 


Por último, me llama la atención la fe que el proyecto tiene en la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de 
Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento -Agesic- que, a su vez, tiene un 
subítem sobre el acceso a la información pública. Este proyecto supone una convalidación de la gestión de 
esta Agencia que está en el marco de Presidencia de la República y su gestión. 


Estas preguntas no tienen el ánimo de interpelar a la visita, pero sí marcan algunos temas clave, en la medida 
en que avanzamos en la legislación. 


SEÑORA DA ROSA.- Con respecto a los organismos internacionales, el proyecto no tiene relación 
directa con la seguridad. No tiene ninguna implicancia en ese aspecto, sino que refiere a cómo esa 
interfase se muestra al usuario para que pueda acceder. Internet -de cuya libertad soy defensora- 
siempre se rigió por el principio de libertad total. El Consorcio W3C fue creado por Tim Berners Lee, 
autor de los primeros estándares que se usaron en la web, y hasta el día de hoy, aboga por ese principio 
de libertad. Él creó ese Consorcio en el que participan todas las empresas privadas y públicas y las 
universidades. En ese contexto se discuten los estándares internacionales que todos usamos. 


No quiero ser demasiado técnica, pero me refiero al código necesario para generar los estándares, aspecto que 
se discutió en ese Consorcio en el que todos tienen voto y definen esas buenas prácticas y principios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Cersósimo) 


La referencia que estamos usando, las pautas del W3C, son aceptadas internacionalmente y todos los 
países las usamos para definir qué entendemos por accesibilidad. Sabemos que tiene que ser accesible, pero, 
¿cómo tengo que escribir eso para que lo sea? Lo que está definido son buenas prácticas, que no tienen 
ninguna implicancia con la seguridad. 


Actualmente, existe una norma ISO que define los parámetros y que los países utilizan para elaborar la 
legislación. En el momento en el que se presentó este proyecto, la norma ISO aún no estaba aprobada; por 
eso, se hace referencia al Consorcio, De la misma manera que la accesibilidad física se rige por una norma 
ISO, que la Unit certifica, existe una norma ISO que certifica cómo tiene que ser la accesibilidad a nivel de 
los contenidos tecnológicos. 


SEÑOR RADÍO.- Con respecto al planteamiento que hizo el señor Diputado Michelini en cuanto a la 
dependencia institucional de Agesic, en general, somos críticos de la hipertrofia de la Presidencia de la 
República y de las dependencias de múltiples instituciones de este organismo. Lejos del alcance de una 
ley está modificar la magnitud que se ha dado a la Presidencia de la República. 


En primer lugar, la ley no determina la dependencia institucional de Agesic. En segundo término, el hecho de 
que la dependencia institucional sea de Presidencia de la República no significa que la gestión del organismo 
sea cuestionable en sí. De hecho, sin entrar en especificidades, en lo personal, tengo una valoración positiva 
de la gestión de Agesic en todo el período de funcionamiento, independientemente de estas otras 
consideraciones que tienen validez general, no específicas para este organismo, en cuanto a que no nos 
parece bueno hipertrofiar la institución Presidencia de la República, de la cual dependen muchos organismos. 


SEÑOR ORRICO.- Quisiera que se explicara lo que significa "requisitos y exigencias establecidos por 
los organismos internacionales", que establece el artículo 1”. Se supone que los requisitos establecidos 
por los organismos internacionales no están congelados, sino que pueden ir variando, entre otras cosas, 
porque varía la técnica. 


Me gustaría saber si existe alguna posibilidad de establecer en el proyecto de qué organismos se trata, porque 
no me parece de buena técnica legislativa no aclararlo. Sería una norma demasiado amplia en cuanto a las 
posibilidades de interpretación. Yo puedo tener una idea de cuáles son los organismos internacionales, pero 
dentro de veinte años, alguien puede tener otra. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero expresar algo sin ánimo de debate porque, naturalmente, yo también estoy a 
favor de la libertad. Creo en el papel del Estado y de la comunidad internacional de los Estados y considero 
que los usuarios no tienen libertad frente a nada de esto; usan lo que pueden y si no, están fuera. No tienen 
libertad, sino que hay adhesión. 


Mi pregunta es si esa organización, tal como está ahora, es la mejor, si da garantías y si realmente es un 
espacio que permite que las sociedades se expresen por igual. ¿Se expresará la sociedad china con libertad en 
estos temas? ¿Tendrá la República Popular Democrática China el mismo poder de negociación que la 


República Oriental del Uruguay? No lo sé. Pero fuera de ese debate más filosófico, mi pregunta es si podría 
darse el caso de que haya una norma o un requisito nacional que genere mayor accesibilidad que los 
estándares básicos de los organismos internacionales. 


SEÑORA DA ROSA.- En una parte del proyecto se hace una mención explícita a la W3C, que es el 
consorcio internacional que define las pautas y estándares. Reconozco que eso dio lugar a una 
discusión en cuanto a hasta qué nivel bajábamos, porque hay experiencias de otros países que cuando 
redactaron la ley hicieron referencia explícita a la WCAG versión uno -la vigente ahora es la 
WCAG2.0- y después tuvieron que modificarla para adaptarla a la dos, que era la más nueva y la que 
seguía el tramo de las nuevas tecnologías. 


Por ese motivo nosotros consideramos que sería más flexible hacer referencia al organismo rector y que 
luego, en una reglamentación, se especifique qué versión y qué pauta se estaría utilizando. Ese fue el motivo 
por el que se redactó el proyecto de esa manera. 


Por otra parte, en principio, creemos que esa pauta creada por especialistas internacionales es buena y por 
algo se está aplicando en todos los países. Además, garantiza la interoperabilidad entre sistemas, lo que no es 
menor. El hecho de crear una pauta específica para nosotros implica que después tengamos problemas de 
interoperabilidad con los demás países, ya que todos están usando otra. Sin embargo, este aspecto se puede 
resolver con la reglamentación, adaptando la pauta a las especificidades o limitaciones técnicas que podamos 
tener en Uruguay. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me sumo a la bienvenida a quienes nos visitan. 


Simplemente, quiero señalar que, más allá de algunos ajustes que quizás pueda merecer el proyecto, me 
parece una muy buena iniciativa que, como se señalaba, pondría al Uruguay a tiro de otros países de nuestra 
América del Sur que ya están bastante avanzados en esto. Me parece que este es un paso más en otorgar a 
todos los ciudadanos accesibilidad a servicios esenciales como los que presta el Estado. Además, el proyecto, 
al final, busca que esto se pueda extender a las asociaciones civiles y organismos no gubernamentales y 
diferentes organizaciones. Tengo entendido -por lo que uno puede navegar en Internet- que hay algún portal 
de noticias que tiene alguna especie de accesibilidad, por lo menos en lo que tiene que ver con el audio, de 
manera que lo que se puede leer también se puede escuchar y esa es una forma de accesibilidad. Me parece 
que este es un proyecto que va en el buen camino y que estas son iniciativas que debemos acompañar y en las 
que trabajar. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si tienen una evaluación del costo que implicaría esta 
implementación o adaptación a las normas más exigentes de la W3C- WAI. 


SEÑORA DA ROSA.- El costo es relativo al estado del portal en el momento en el cual se comiencen a 
implementar los cambios. Analizar el costo de hacer accesible un edificio es bastante difícil porque 
depende de su estado y de cómo fue construido. Si el edificio ya tiene, intrínsecamente, ciertas 
características, simplemente sería necesario colocarle una rampa, pero tal vez haya que tirar paredes 
porque los corredores son angostos. Es muy difícil precisar un costo porque eso es intrínsecamente 
dependiente del estado del portal. 


Me parece importante destacar que esta no es una idea que aparece en este momento sino que la Agencia para 
el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica viene trabajando este tema desde el año 2009 con los 
organismos del Estado. Es decir que ya se ha venido realizando un trabajo por convencimiento y no porque lo 
determine una ley. En realidad, ya hay un camino avanzado y el cambio no sería tan drástico. 


SEÑOR BAYARDI.- En esta parte de la discusión hay un problema. Obviamente, luego será invitada 
la Agesic para que se pronuncie sobre el proyecto y en esa instancia analizaremos con más 
detenimiento su alcance. 


De acuerdo con lo que entendí -aclaro que soy un migrado a la tecnología y no un nativo-, de esta manera se 
procura garantizar el principio de la accesibilidad universal, lo que está pautado a nivel internacional por un 


marco de recomendaciones que expresa la W3C y la WAI, construido en forma plural a través de la 
participación amplia de distintos actores. Actualmente, el artículo 1” expresa "Los Poderes del Estado, los 
Gobiernos Departamentales, Los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y las personas de 
derechos público no estatales diseñarán sus contenidos web de acuerdo con las normas, requisitos y 
exigencias establecidos por los organismos internacionales [...]", pero creo que no debería referirse a los 
organismos internacionales sino a "las recomendaciones expresadas por la W3C- WAI". Considero que de esa 
manera se subsanaría la generalidad de hacer referencia a "los organismos internacionales". 


A la vez, en el artículo 4” debería rervindicarse que la Agesic será, a los efectos de esta ley, la que hará la 
revisión anual e informará sobre lo producido por dicha revisión al amparo de las normas contenidas en el 
artículo 1%. Creo que esto subyace como una definición a tomar y evitaría el problema de hacer referencia a 
los organismos internacionales en términos generales. 


De todos modos, creo que habrá que discutir este tema con la Agesic para conocer su impresión y, 
eventualmente, también con otros asesores o convocados a expresarse sobre este tema, así como lo que surja 
a la luz de la pregunta realizada por el señor Diputado Michelini con respecto a los costos, los tiempos y 
procesos para que esto entre en vigencia en forma genérica. 


En una primera impresión, en líneas generales comparto el hecho de garantizar o asegurar la accesibilidad, 
que es lo que persigue el proyecto. 


SEÑOR RADÍO.- Tengo idea de que existe un pronunciamiento de Agesic con respecto a este proyecto 
que ha llegado a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí; está aquí. 


SEÑORA DA ROSA.- Me gustaría agregar que la pauta define tres niveles de accesibilidad: nivel A, 
nivel doble A y nivel triple A. Esto queda en manos de la reglamentación y es una forma de controlar 
los costos. Por ejemplo, el nivel triple A exige que un video cuente con lengua de señas, lo que puede 
implicar un costo importante para el organismo. En realidad, la mayoría de las legislaciones nunca 
llegan al nivel triple A por los costos. En general se opta para la doble A que exige la subtitulación de 
los videos, que resulta relativamente sencillo y económico porque se puede hacer con herramientas 
gratuitas. 


Por lo tanto, en la reglamentación se puede establecer llegar en primera instancia a nivel A, porque no se 
puede invertir más y quizás en un futuro llegar a doble A. 


SEÑOR RADÍO.- Quiero aprovechar para solicitar que el proyecto que está a estudio de esta 
Comisión, que refiere a la denominación de una policlínica de ASSE, pueda ser aprobado ya que fue 
presentado en el año 2010. 


Por otra parte, la semana pasada presenté un proyecto que seguramente va a venir a esta Comisión que refiere 
a que los organismos públicos expidan los documentos sin cargo para las víctimas de delito. Creo que puede 
tener un trámite rápido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Leí en la prensa del día de hoy la noticia sobre ese proyecto. 
Agradecemos la presencia del señor Diputado Radío y de la ingeniera Da Rosa. 
(Se retiran de Sala el señor Representante Radío y la ingeniera Da Rosa) 


Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "CÓDIGO PENAL. Aprobación". 


En consideración el Capítulo IV "Omisión de deberes inherentes a la patria potestad y la tutela”. 


En discusión el artículo 161. 


SEÑOR BAYARDI.- Tengo anotado: "El que omitiere el cumplimiento de los deberes legales de 
asistencia económica inherentes a la patria potestad, tutela o curatela, o a la guarda judicialmente 
conferida, será castigado con pena de tres meses de prisión a dos años de penitenciaría". Habría que 
verlo a la luz del Código Civil, ya que creo que fue por esa revisión que se propuso esta redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me informa la Secretaría que hay una propuesta de la bancada bicameral 
femenina con respecto a este Capítulo. 


Doy lectura a la propuesta: "Omisión de los deberes inherentes a la patria potestad o a la guarda". 


SEÑOR ORRICO.- Hay un Reglamento sobre cómo se hacen las modificaciones a los Códigos. Se debe 
poner el Código de manifiesto y luego se realizan las modificaciones o sugerencias que se entiendan 
pertinentes. Ya hemos avanzado más del 60% del Código, por lo tanto el hecho de que lleguen una serie 
de modificaciones claramente está fuera del Reglamento, más allá de que puedan estar bien o mal. 
Dejo constancia de esto más allá de que sé que es predicar en el desierto; por lo menos me voy a sacar 
las ganas de decirlo. La cuestión es, por un lado, que -según lo que leí- la propuesta no es de la Bancada 
Bicameral Femenina, sino de un grupo de abogadas que trabajan para algunas legisladoras y, por otro, 
que estamos en un período muy especial. De todas maneras, no me voy a negar a considerar la 
propuesta; además, la realidad política me va a pasar por encima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que coincido con lo que acaba de decir el 
Diputado Orrico. 


Hace unos días comentábamos con el Diputado Cantero Piali que ya venció el plazo para presentar 
propuestas, y agrego que este tipo de iniciativas van a extender la consideración del tema, porque son 
realmente complicadas y requieren coordinación y armonización. 


También conversamos con el Diputado Bayardi acerca de que tendremos que hacer una leída contextual, 
global, y realizar alguna otra consulta, sobre todo con respecto a la parte especial, que fue la más escabrosa y, 
aunque la Comisión trabajó más de un año en ese tema, no llegó a un acuerdo y no pudo introducir 
modificaciones ni adecuaciones al texto. Al día de hoy, estamos considerando en profundidad estos temas, y 
advertimos que cada artículo propuesto merecería una sesión para tratarlo. 


SEÑOR BAYARDI.- El Capítulo IV que estamos tratando se denomina "Omisión de asistencia 
económica inherente a patria potestad o tutela", y la Bancada Bicameral Femenina propone que se 
titule "Omisión de deberes inherentes a la patria potestad, la tutela, la curatela o la guarda". 


Según el artículo 313 del Código Civil, "La tutela es un cargo deferido por la ley o en virtud de autorización 
de la ley, que tiene por objeto la guarda de la persona y bienes del menor que no está bajo patria potestad ni 

se halla habilitado por alguno de los medios legales para administrar sus negocios". Esta es la definición de 

tutela. 


Por otro lado, de acuerdo con el artículo 431 de ese Código, "La curaduría o curatela no se diferencia de la 
tutela sino en ciertos caracteres. Es un cargo impuesto a alguno, a favor del que no puede dirigirse a sí 
mismo, o administrar sus negocios. [...]". En el artículo 432 se agrega que "Están sujetos a curaduría general, 
cuando fuere incapaces, los mayores de edad y los menores emancipados o habilitados"; creo que la mención 
a los menores emancipados o habilitados ya no está vigente. Este artículo finaliza estableciendo que "Los 
demás menores púberes podrán ser declarados incapaces, pero permanecerán sujetos a patria potestad o 
tutela, según corresponda. Son incapaces los dementes aunque tengan intervalos lúcidos y los sordomudos 
que no puedan darse a entender por escrito". 


Por lo tanto, el título de este Capítulo debería ser "Omisión de asistencia económica inherente a la patria 
potestad, la tutela o la curatela", porque la guarda está contenida en la tutela. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No necesariamente. 


SEÑOR BAYARDI.- Precisamente por eso hacía el planteo; el Capítulo puede quedar con el título ser 
"Omisión de asistencia económica inherente a la patria potestad, la tutela, la curatela o la guarda". Me 
interesa definir el nombre del Capítulo para luego considerar el articulado. 


SEÑOR DÍAZ ANGUILLA.- A modo de explicación diré que alguien puede tener la tutela o la patria 
potestad y también la guarda. Pero ante un caso de violencia doméstica, como medida de urgencia, un 
Juez puede entregar la guarda a una persona que no tenga la tutela ni la patria potestad. 


Insisto: la patria potestad y la tutela no necesariamente implican la guarda; una persona puede tener la guarda 
sin tener la patria potestad ni ser tutora ni curadora. 


SEÑOR ORRICO..- Estoy de acuerdo con lo que dijo el Diputado Díaz. Simplemente, voy a agregar un 
elemento que me parece importante. Acá se habla de la "guarda judicialmente conferida". Yo creo que la 
guarda de hecho también debería figurar en el texto, porque es demasiado común. Aclaro que cuando digo 
"demasiado común" no estoy haciendo una alerta ni nada por el estilo; simplemente, se trata de una práctica 
muy extendida. En realidad, cuando un matrimonio o una pareja se separa, y tiene hijos, la guarda queda de 
hecho en alguno de los padres, sin que judicialmente medie decisión. Es más: a veces pasan meses y hasta 
años sin decidir el punto. De manera que me parece que los deberes de guarda van más allá de la 
adjudicación de un Juez. 


Por lo tanto, o se establece "la guarda judicialmente conferida o de hecho" o, simplemente, "la guarda", que 
me parece lo más razonable. 


No me parece bien la propuesta de la Bancada Bicameral femenina, porque pone condiciones que no 
corresponden al establecer: "El que intencionalmente omitiere el cumplimiento de los deberes legales de 
asistencia inherentes a la patria potestad, la tutela, la curatela o la guarda judicialmente conferida (...)". En 
primer lugar, el término "intencionalmente" está de más. 


En segundo término, con respecto a la "guarda judicialmente conferida", reitero la misma observación: no 
tiene por qué ser una guarda judicialmente conferida. 


Más adelante se establece una condición que tampoco corresponde. Dice: "poniendo en peligro la salud 
física, psíquica o emocional de las personas a su cargo (...)". Esto se va a traducir en juicios eternos para 
demostrar si hubo o no peligro a la salud física, psíquica o emocional de las personas. En realidad, los 
deberes inherentes a la patria potestad son "casi" objetivos. Se tiene el deber de cumplir con aquello atinente 
a la patria potestad; no tiene por qué estar condicionado a nada. En todo caso, si los deberes inherentes a la 
patria potestad ocasionaran daño en alguna de estas personas citadas o, eventualmente, dieran lugar a un 
delito -desde delitos con lesiones hasta de otro tipo-, será tenido en cuenta por quien vaya a fallar, a los 
efectos de solucionar ese tema que pertenece más al campo del derecho de familia que al penal. 


Además, quiero destacar que no me parece que esté bien condicionar al daño efectivamente sufrido. ¿Cómo 
se evalúa el daño de alguien que no pasa la pensión alimenticia? ¿Hay daño allí? Y sí, hay daño pero, 
evidentemente, tiene menos disponibilidad que sí se pasara la pensión regularmente. ¿A qué se está refiriendo 
esto? Me parece que no corresponde; no tiene antecedentes y es una innovación que contribuye poco. 


SEÑOR DÍAZ ANGUILLA.- Comparto la última parte de la exposición del Diputado Orrico con 
respecto a la subjetivización de la situación. Habría que ver si sufrió o no; este es un delito objetivo. 


Con respecto al término "intencionalidad ", creo que no está mal establecerlo, porque como decía recién el 
Diputado, si una persona tiene que pasar una pensión alimenticia y se quedó sin trabajo, no es que no tenga 
intención de pasarla, sino que no tiene posibilidad de hacerlo. Habría que buscar una solución. De lo 
contrario, por el simple hecho de no pasar la pensión, estaría cometiendo un delito. 


SEÑOR ORRICO.- La sentencia de pensión alimenticia tiene como característica que es revisable 
permanentemente en la medida en que se fija de acuerdo a las necesidades de quien la pide y de las 
posibilidades de quien la da. Por ejemplo, si el que la pide saca el "5 de Oro", y navega en oro, 
evidentemente tiene menos necesidades que antes. A su vez, si el que la da es despedido de su empleo, 


ya no estaría en condiciones de darla. Si, por el contrario, el que la da sufre una mejora sustantiva en 
sus ingresos, tendrá que aumentar la pensión. En suma, si una persona a la que se le descuenta un 
porcentaje de sus ingresos totales para la pensión alimenticia pierde el empleo, automáticamente 
dejará de pagarla, porque no tiene con qué. En este caso no hay delito. Este tipo de delito exige dolo, 
culpa o ultraintención. No hay culpa o ultraintención en un delito de omisión de deberes de la patria 
potestad. No puede haberla. Estamos hablando de un delito que por su naturaleza lleva implícito el 
dolo; de lo contrario, no hay delito. Además, en el caso planteado, no tiene obligación de dar pensión 
porque no tiene posibilidades. 


Reitero: a mi juicio, el término "intencionalidad" sobra. No me opongo al concepto, pero me parece que 
técnicamente no es correcto. 


SEÑOR DÍAZ ANGÚILA.- Para evitar que quedara a criterio de un Juez -sabemos que a veces los 
criterios pueden variar- se podría establecer "con dolo". 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ORRICO.- Voy a hacer mención al artículo 19 del proyecto que en su inciso final dice: "Son 
delitos ultraintencionales, el homicidio y los que la ley les confiere esa estructura". Quiere decir que no 
hay delito ultraintencional sin una ley que diga expresamente que puede ser ultraintencional. 


Con respecto a la punibilidad de la culpa, el artículo 20, que ya hemos aprobado -y que está bien- dice: "El 
hecho culposo es punible solo en los casos determinados expresamente por la ley". Ergo, si el delito que 
estamos considerando no está expresamente marcado como posibilidad de la ultraintencionalidad -no me 
imagino ninguna hipótesis de ultraintencionalidad pero sí de culpa-, es únicamente a título de intención. Acá 
hay un problema de método que hace a determinadas organizaciones de la sociedad civil que actúan como si 
el derecho no fuera un sistema. Entonces, como el derecho no es un sistema y vamos resolviendo caso a caso, 
tenemos que legislar de esta manera. Por eso me parece mucho mejor eliminar el término "intencionalidad", 
porque con la aplicación de los artículos 18 a 21, que refieren a la culpa y a la ultaintención, ya está todo 
solucionado. De lo contrario, estamos yendo hacia un derecho casuístico que, en realidad, complica más que 
beneficiar y aclarar. 


Reitero: soy partidario de eliminar el término "intencionalidad", porque técnicamente no corresponde, y 
tampoco tiene que ver con el sistema que este Código pretende implantar. Es una forma de ir perdiendo el 
sistema. Por un lado, decimos que si la ley no dice expresamente que se persigue la ultraintencionalidad, no 
se persigue, y que si la ley no dice expresamente que se castigue la culpa, no se castiga. Y, por otro, 
determinamos delito a delito cuándo implica intencionalidad. Entonces, ¿para qué hicimos aquel principio 
general? Yo creo que las leyes son correctas en la medida en que tengan la premisa fundamental. Una norma 
jurídica tiene que ser general, impersonal y abstracta. Eso es lo que nos permite trabajar sobre pluralidad de 
situaciones. De lo contrario, nos vamos a encontrar con que si algo no está dicho y "recontradicho" hasta el 
punto y la coma, no habrá posibilidad de actuar. No debería ser así. 


El otro giro que nos proponen tampoco corresponde de ninguna manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Diputado Orrico está proponiendo votar el texto original? 


SEÑOR ORRICO.-- Sí, con la característica que expresó el señor Diputado Bayardi que me parece muy 
correcta. 


Si se estudia el origen del delito de omisión de asistencia a los deberes de la patria potestad, cuando fue 
tipificado, no estaba previsto para la tutela, curatela o guarda; fundamentalmente estaba basado para la 
prestación de las pensiones alimenticias. Aunque mayoritariamente sirven pensiones alimenticias más 
hombres que mujeres, cada vez más estas tienen que prestarlas porque por determinada razón la guarda se la 
han dado al hombre. Dicho sea de paso, hemos comprobado que las mujeres utilizan las mismas estratagemas 
que los hombres para no pagar las pensiones. Ante todo, somos seres humanos; somos iguales. 


Independientemente de este comentario, considero que está bien agregar situaciones similares a la patria 
potestad sobre las que no se había legislado como delito aunque sí en el terreno civil. Es un elemento más a 
tener en cuenta cuando se incumple con los deberes de la tutela, curatela, etcétera, independientemente de 
otras cuestiones como, por ejemplo, que el tutor -o curador- se apropie indebidamente de los bienes de su 
tutelado, configurándose un delito aparte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tenemos que definir el texto para poder aprobarlo. 


SEÑOR BAYARDI.- El "nomen iuris" del artículo 161 sería: "Omisión de asistencia económica 
inherente a la patria potestad, tutela, curatela o guarda". 


SEÑOR DÍAZ (don Pablo).- También habría que cambiar el nombre del Capítulo. 


SEÑOR BAYARDI.- La denominación del Capítulo será: "Omisión de Deberes Inherentes a la Patria 
Potestad, Tutela, Curatela o Guarda". 


A su vez, el primer inciso del artículo 161 quedaría redactado de la siguiente manera: "El que omitiere el 
cumplimiento de los deberes legales de asistencia económica inherentes a la patria potestad, tutela, curatela o 
guarda, [...]" -retirando "judicialmente conferida"- "[...] será castigado con pena de tres meses de prisión a 
dos años de penitenciaría". 


(Diálogos) 


La redacción del segundo inciso del artículo 161 sería: "Constituye agravante especial de este delito el 
empleo de estratagemas o pretextos para sustraerse al cumplimiento de los deberes referidos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 161 con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 162. 


SEÑOR ORRICO.- Este artículo refiere a la omisión de deberes morales inherentes a la patria 
potestad. Como yo no sé qué son los deberes morales no comparto esa expresión. Menos aún, cuando se 
establece: "El que omitiere el cumplimiento de los deberes de asistencia inherentes a la patria 
potestad". Por lo tanto, el nomen iuris debería ser '"omisión de deberes de asistencia inherentes a la 
patria potestad". En consecuencia, no habría que cambiar nada porque esto refiere exclusivamente a la 
patria potestad. 


Se trata de otro delito en el que sí cabe -si se está de acuerdo políticamente- la calificación que establece 
"poniendo en peligro la salud moral o intelectual del hijo menor". 


SEÑOR MICHELINI.- Coincido con el señor Diputado Orrico en cuanto a que habría que eliminar 
"morales" en el nomen iuris, porque me parece que confunde más que aclarar. A su vez habría que 
agregar deberes legales de asistencia, en el caso de que el artículo que acabamos de aprobar sea 
superabundante o el delito está menoscabado en este artículo. 


Para mí también habría que sacar la expresión "moral" y poner "la salud física o intelectual del hijo", y 
agregar todas las hipótesis que están bajo la patria potestad. No sé porque en el texto se hace referencia solo 
al hijo menor. 


El artículo 161 refiere al deber legal de asistencia económica. Y el artículo 162 establece los deberes legales 
en general. Para mí deberían incorporarse a los otros; es decir, poniendo en peligro la salud física o 
intelectual de esas personas que están bajo la guarda o lo que fuera. En la omisión de asistencia el daño no 
solamente será económico. 


SEÑOR BAYARDI.- Cuando hablamos de los deberes de quién nos referimos a la patria potestad, la 
tutela, la curatela o la guarda. Y, por otra parte, el señor Diputado Michelini está afinando respecto a 
qué tipo de deberes y daños eventuales se desprenden de ellos. 


SEÑOR MICHELINL.- Yo sustituiría la expresión "moral" por "física o intelectual". Es ese espacio de 
la persona a su cargo o del menor de edad a su cargo. 


SEÑOR DÍAZ (don Pablo).- Yo no sacaría la expresión "moral". Este delito fue utilizado hace poco 
tiempo por un Juez para penar a los padres que, por ejemplo, habiendo cometido delito cumplieron 
con sus deberes. Si eliminamos la expresión 'moral" no puedo penar a un padre que manda a su hijo a 
robar. 


SEÑOR BAYARDI.- La expresión "moral" hace referencia a una cuestión específica. Por ejemplo, yo 
papá, soy director de cine pornográfico -puedo hacerlo porque soy adulto- y en el "set" de mi casa, mi 
niño se sienta a tomar una coca cola y asiste a una proyección. Creo que en ese caso hay que penar. La 
salud física también es un tema complejo. 


(Apoyados) 


Acá hay otro problema que es el de la generalidad de lo intelectual, que viene contenido en la propuesta de la 
bancada bicameral, que es más general y tiene que ver con lo emocional. 


Por ejemplo, un niño o una persona abandonada por sus padres siempre va a cargar con esa mochila; lo 
procesará un poquito mejor o un poquito peor, pero siempre va a cargar con la mochila. Y esa mochila es 
producto de la naturaleza humana cuando se ve sometida a abandono. Esto ya lo he dicho muchas veces: soy 
hijo natural, estuve casado con una hija natural y soy tío de hija natural; esa mochila siempre va a existir. 


Entonces, esto no lo arreglamos con el Código Penal, porque daríamos lugar a la discrecionalidad de un 
rango que creo que es inmedible. Sí creo que lo moral es fácil de cuantificar objetivamente por parte de un 
Juez y que un problema de salud física también lo es 


Entonces, yo dejaría como deber lo moral y lo físico, porque al no cumplirse puede ocasionar perjuicios. 


En cuanto a la parte intelectual, ¿cuánto del intelectual se ve afectado? Porque lo físico puedo objetivarlo. 
Acá podemos hablar de la escolaridad, etcétera. Pienso que podríamos ver bien la definición. Reitero: los 
aspectos psíquicos y emocionales son complicados. ¿Quién los califica y cómo? El deber intelectual es 
diferente. Está bien: uno puede decir "no lo mandé a la escuela. Afecté su desarrollo intelectual". Está bien; 
hay que discutirlo para saber bien qué queremos poner. Creo que lo moral y lo físico tiene que mantenerse, y 
lo intelectual en el sentido de no cumplir con las obligaciones con las que se está obligado, en la medida en 
que la escuela es obligatoria, alguien tiene que efectivizarlo y ese alguien es quien tiene la patria potestad. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a poner un ejemplo sobre el que, de pronto, alguno puede pensar que no tiene 
nada que ver, pero yo creo que sí. 


Realmente, yo tengo mucho temor a este tipo de delitos porque siempre terminamos castigando a las clases 
bajas. 


Tengo el honor de integrar la Fundación Teatro Solís la cual tiene un Programa que se llama "Un Pueblo al 
Solís". Este Programa consiste en contratar un tren, ir a la localidad, por ejemplo, de 25 de Agosto y traer a la 
gente al Solís. Allí le muestran las instalaciones y ven una obra de teatro, una ópera o lo que se esté dando. Y 
la gente brinda sus impresiones al respecto. 


En la última memoria que se mandó, y que los señores legisladores recibieron, aparece la historia de un 
muchachito que hoy tiene algo así como veinte años, quien iba a una escuela rural, de una localidad que no 
recuerdo. Parece que el muchachito era inteligentísimo y cuando terminó sexto año de escuela vino el padre y 
le dijo a la maestra: "Bueno, él no va a estudiar más". Aclaro que el chiquilín quería estudiar a toda costa, al 
punto que al momento en que le hicieron el reportaje estaba terminando sexto año de Secundaria. El padre le 
dijo a la maestra en aquel momento: "Mire, maestra, yo siendo analfabeto crié a seis hijos, así que este que 
sabe leer y escribir puede criar a doce". Algo así dijo. Naturalmente, todo el cuento parece horrible. 


Sin embargo, yo quiero razonar con ustedes porque no tengo claro esto. ¿A ustedes les parece que esa es una 
conducta punible, desde el punto de vista penal? Que el individuo que cometió el disparate de decir: "Si yo 
fui analfabeto y crié seis hijos, ¿por qué este que sabe leer y escribir no va a poder seguir?". Y pregunto, ¿no 
nos estamos metiendo con una subcultura que, en realidad, no ve ni siente eso como un delito? Reitero: a mí 
estas cuestiones me parecen peligrosas, así como estoy totalmente en contra de esos procesamientos que hubo 
sobre supuestas omisiones de deberes a la patria potestad, porque un hijo robó. Puede ser una omisión a la 
patria potestad porque el hijo roba si el padre lo manda a robar. Ahora, si el hijo roba porque quiere, no. No 
quería dejar pasar esto sin decir que no estoy de acuerdo con esos procesamientos. 


Quiero mencionar otra circunstancia que hubo, que se dio en Latinoamérica, con pueblos primitivos que 
tienen sus propios códigos y que los aplican en forma ancestral y alguna vez esto ha pasado acá. 


Recuerdo una historia que contó el doctor Cairoli en los postgrados de Derecho Penal sobre un grupo de 
guaraníes que se habían reunido en las orillas de nuestro Río Santa Lucía y por disposiciones ancestrales 
habían aplicado una serie de normas que se podrían calificar de penales, y la Justicia uruguaya absolvió ese 
caso por considerar que se trataba de una subcultura y que no había un concepto de delito allí. 


Reitero: a mí me provoca mucho temor este tipo de delitos que en los hechos se aplican siempre a las clases 
bajas, y me parece que deberíamos ser muy cuidadosos. Evidentemente, cuando a un niño de once años se le 
dice que no va a estudiar más y él quiere hacerlo hay una afectación que es para toda la vida, porque aunque 
el chico a los quince años decida hacerlo no puede recuperar el tiempo que perdió, pero de ahí a hacer 
penalmente responsable a un individuo que, en definitiva, es el resultado de toda una actitud social frente al 
punto, no me parece bien. 


Repito: por lo menos, me causa muchas dudas y estoy tendiendo a decir que no. Creo que ante la duda de si 
vamos a castigar o no vamos a castigar, no hay que hacerlo. Y esto a mí me despierta demasiadas dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Básicamente, estoy de acuerdo con el criterio expresado por el señor 
Diputado Bayardi. 


Creo que este artículo ha sido aplicado pacíficamente en nuestro país; no ha habido inconvenientes. Esto es lo 
primero que puedo decir a favor del artículo. Estoy de acuerdo, quizás, con quitarle el término "morales" al 
"nomen iuris", pero no sacarla del texto. Respecto a "El que omitiere el cumplimiento de los deberes (...)" el 
señor Diputado Michelini ha propuesto agregar "legales", pero yo no lo considero conveniente porque hay 
deberes que son inherentes. Yo creo que el codificador fue sabio en este artículo, porque hay deberes 
inherentes a la patria potestad; hay muchos que están consagrados legalmente, pero quizás otros no, como 
bien dicen las experiencias relatadas por el señor Diputado Bayardi. 


Entonces, yo no constreñiría al Juez al aplicar la norma a ver si la omisión está dentro del sistema legal o no. 
En cualquiera de los ejemplos mencionados, le dejaría la amplitud al Juez para que vea si realmente hay una 
violación a los deberes inherentes. 


Reitero que estoy de acuerdo con el señor Diputado Michelini en agregar el término "física" luego de "[...] 
poniendo en peligro la salud". No eliminaría el término "moral" porque hay que dejarlo como un instrumento 
para que el Juez lo utilice. Dejaría igual el resto de la redacción. 


Esto ha sido aplicado pacíficamente en nuestro país. No ha habido problemas. Me parece que el castigo de 
tres meses a cuatro años de penitenciaría permite una elasticidad bastante grande respecto a lo leve que pueda 
ser el delito, a la acción de los que ejercen la patria potestad o a lo grave que puede ser, que va desde el 
blanco al negro, pasando por muchos matices. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo con el artículo 127 del Código de la Niñez y la Adolescencia, si el 
Juez tiene la convicción de otorgar responsabilidad penal a los padres, pasa los antecedentes al 
Juzgado Letrado correspondiente. Por lo tanto, hacer más preciso este artículo no cambia en absoluto 
la eventualidad de la responsabilidad. 


El concepto de moral no me gusta porque está más vinculado con la lógica en la que había una sola moral en 
la sociedad y me parece que hoy existen alternativas. Se me podrá decir que se rompe o se elimina una 
barrera. Creo que se trata de la barrera de la dignidad de la persona que está bajo la patria potestad. Tenemos 
un problema con la formación de nuestros operadores jurídicos. El sistema político no lo está viendo y, por lo 
tanto, no quiere decir que mi confianza explicitada a los operadores actuales no la tengan los que vienen o los 
que están asumiendo. 


La sugerencia de modificación de agregar "física" y eliminar "moral" mejora el proyecto. A un niño o a una 
niña a los que no se les habilite tener una formación primaria, se les hace un gravísimo daño intelectual. No 
hay obligatoriedad de mandarlos a tal o cual centro, sino de darles las capacidades necesarias en la etapa del 
desarrollo. Por lo tanto, desde esa perspectiva, no va a cambiar mucho dejar el término "moral", aunque me 
gusta más la expresión "dignidad". 


Tampoco me gustan las tipicidades penales abiertas. Coincido con el señor Diputado Orrico en que castigan a 
los pobres, que no tienen las mejores armas de defensa ni los mejores abogados. En definitiva, el Derecho 
Penal, en su gran mayoría, es para los pobres. 


SEÑOR BAYARDI.- Más allá de que tenemos este pequeño matiz con el señor Diputado Michelini 
sobre la moral, yo puse un ejemplo. Para tratar de cubrir ese delito, podemos buscar la fórmula, pero 
creo que esos son los ejemplos a los que se hizo referencia en el tema de la moral que, como toda 
lectura, es un promedio histórico en una sociedad determinada y en un contexto histórico y cultural 
determinado. 


Quiero hacer una reflexión, ya que el señor Diputado Orrico me motivó a ello. Voy a poner un ejemplo que 
todos conocemos. En la familia Borgogno el padre se negaba a vacunar a su hijo contra el sarampión. Esto es 
obligatorio, no solo para proteger al niño, sino a la comunidad. Si hay más gente vacunada, la posibilidad de 
expandir la enfermedad se limita. 


Si nosotros agregáramos los términos "física" o "psíquica", le estaríamos poniendo en la puerta los tres meses 
de prisión a cuatro años de penitenciaría. El hombre hizo una causa "belli". Yo no comparto el fundamento 
que tenía, que defendió hasta el final, porque puso en riesgo al hijo y la salud de la comunidad. 


El otro problema tiene que ver con el ejemplo que dio el señor Diputado Orrico en cuanto a la escuela. 


En mi opinión, el problema es que hay cuestiones obligatorias que hay que ejercer a través del ejercicio de la 
patria potestad. A este Estado le falta quitar la patria potestad a los padres. No estoy planteando hacerlo por 
vía administrativa, sino por vía judicial. Alguien me dirá: "Tenemos que financiar eso". Hay celdas gratis; en 
realidad, podemos hacerlo. Creo que hay muchas cuestiones -lo he dicho muchas veces- que se complican. 
Hoy, existe una reproducción de pautas culturales -no voy a discutir acá producto de qué- en las que el valor 
de la escolaridad es cero. No entienden que el colegio es obligatorio y que tienen que mandarlos. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin animo de polemizar con el señor Diputado Bayardi, la línea de 
razonamiento es que también deberíamos generar los mecanismos para desinstitucionalizar a los niños 
y los adolescentes que están institucionalizados en centros que supuestamente asumen su cuidado 
físico, intelectual y moral y, luego de siete u ocho años, ni siquiera saben cómo se llaman. El problema 
de la alternativa también es clave. 


SEÑOR BAYARDL.- Comparto que el problema de la alternativa es clave, pero no podemos invalidar el 
mecanismo de apropiarnos de la patria potestad cuando haya casos de incumplimiento por el hecho de que no 
tengamos alternativas, sino trabajar para fortalecerlas. 


Creo que se ha venido trabajando en ese sentido y que estamos en camino. El problema que observo se da en 
un mundo cultural en el que, en realidad, la escuela no es obligatoria. Entonces, si se establece que si 
afectamos la salud intelectual podemos procesar al padre o a la madre con tres meses de prisión a cuatro años 
de penitenciaría, el asunto es que pueden tener cuatro o seis niños más en la vuelta. De esta manera, vamos a 
llevar adelante un procesamiento con prisión y después vamos a tener que atender a los demás niños que van 
a quedar en situación de abandono. 


Creo que el objetivo del delito, en la actual versión del Código Penal, está planteado en lo moral, en el 
sentido de no afectar moralmente, con la acepción de lo moral que traté de expresar que era mi interpretación 
en términos generales. Extender esto a lo físico y psíquico puede ocasionarnos problemas. Me parece que hay 
que afinar un poco más el tema porque, de lo contrario, podemos generar un problema desde el punto de vista 
penal de acuerdo con los ejemplos que pusimos. Yo voy a defender lo relativo a lo moral, pero considero que 
las demás incorporaciones deberían ser analizadas un poco más. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nosotros apoyamos esta figura delictiva. Nos parece que el bien jurídico 
tutelado es la educación, la crianza, la alimentación de los menores y se garantizan los aspectos de la 
responsabilidad de quienes tienen que velar por el cuidado y atención de los niños sin distinción de 
condición social y económica. 


También compartimos el aporte que hizo el señor Diputado Michelini en cuanto a agregar la salud física, 
moral e intelectual del menor. De manera que apoyaremos el artículo con ese agregado, que me parece que 
vela y atiende al cuidado, educación, alimentación y crianza de los menores y hace valer la responsabilidad 
de quienes, en primer lugar, tienen que llevar adelante esta conducta familiar. 


SEÑOR BAYARDI.- Solicitaría que se desglosara el artículo 162, porque en la bancada tenemos una 
diferencia sobre algunos aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A pedido del señor Diputado Bayardi, se desglosa el artículo 162. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


